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BUENOS AIR ES . -En plena estancia en el 
país de ios integrantes de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH), el 
régimen de Jorge Rafael Videla promulgó la 
ley 22.068, por la cual podrán ser declarados 
como "presuntos muertos" varios millares de 
personas secuestradas por los organismos de 
seguridad de las tres fuerzas armadas argenti-
nas, y sus correspondientes a la Policía Fede-
ral, policía provinciales, Gendarmería Nacio-
nal y Prefectura Naval. 

En suma, que se apela a un expediente 
absolutamente novedoso en los anales jurídi-
cos del mundo entero, para sentenciar que 
tales secuestrados están, de hecho, definitiva-
mente muertos a todo efecto legal (el teniente 
general Roberto Viola, comandante del Ejérci-
to. los había denominado poéticamente "au-
sentes para siempre"), y que sus derechoha-
bientes podrán realizar ciertos trámites a. 
consecuencia de esa definitividad; por ejem-
plo, los viudos o viudas podrán volver a casar-
se sin esperar al anterior término legal de 10 
años por presunción de muerte, sin el riesgo de 
incurrir en el delito de poligamia en el caso 
hipotético de que su cónyuge reapareciera con 
vida. 

LA JUSTICIA NO SALVÓ 
SIQUIERA A UNO SOLO 

La presencia de la CIDH ha rebasado los 
cálculos de los más pesimistas asesores milita-
res y civiles de Videla. Retrasada esa visita 
por m á s de un año. las medidas disuasivas, de 
acción psicológica, de presiones públicas y 
privadas sobre los escasos organismos de de-
fensa de los derechos humanos tolerados en el 
país o sobre sus miembros, e incluso sobre los 
parientes de los desaparecidos, estuvieron en-
derezadas a circunscribir esa presencia a 
límites de "absorción'' por el gobierno. 

Los asesores oficiales descontaban, sin em-
bargo, ciertas "fugas y descontroles de situa-
ción" pero eran pesimistas en cuanto a que 
pudieran ser impedidas del todo las expresio-
nes que coincidieran con los objetivos declara-
dos de la CIDH: la certificación y ratificación 
de que el terrorismo de Estado implantado en 
Argentina al calor del Estado de sitio desde el 
6 de noviembre de 1974 había cobrado no 
menos de 6 mil víctimas, y que de esta 
espantosa cifra para un país que se preciaba 
de ser el más civilizado y "europeizado" del 
continente latinoamericano no cabía la más 
mínima esperanza de que fuesen recuperadas 
con vida. Como se lee en ia declaración firma-
da por numerosas personalidades —entre és-
tas el obispo Ja ime de Nevares y uno de los 
líderes de la Unión Cívica Radical, doctor Raúl 
Alfonsín—, pese a haberse presentado millares 
de recursos judiciales de "habeas corpus", la 
justicia argentina, a cuya majestad e indepen-
dencia se alude frecuentemente en los discur-
sos oficiales, no fue capaz de salvar la vida 
"de un solo ser humano". 

EL DOCUMENTO D E LA CUTA 

Paralelamente a la agitación incontrolable 
de la que participan por primera vez masiva y 
ostensiblemente centenares de parientes de 
los "ausentes para siempre", que no temen 

ser fotografiados intimidatoriamente por las 
fuerzas de seguridad en las extensas filas 
formadas ante el edificio de la sede local de la 
OEA, el movimiento sindical, mayoritaria-
mente de extracción peronista, llegó al espera-
do acuerdo unificador, en form^ de organismo 

í denominado "Conducción Unica de los Traba-
j a d o r e s Argentinos" íCUTA), sigla que ya 
l e s t á desencadenando ToS^^révisibles chistes, 
Ir imas y retruécanos. 

En la declaración inicial, que bien merece 
próximos comentarios, la CUTA reclamó la 
libertad de presos gremiales sin causa ni 
proceso judiciales y el "esclarecimiento de 
las desapariciones". Además, el f lamante or-
ganismo expusto ante la CIDH la afligente 
situación del pueblo, calificando a la actual 
política económica del régimen militar como 
violatoria de los derechos humanos, y declaró 
que "nadie puede decir con exactitud cuántas 
son las v íct imas inocentes (entre muertos, 
prisioneros y desaparecidos) producidas bajo 
el pretexto de la lucha contra la subversión 
marxista y apátrida que hemos sufrido". Des-
pués de esta poco ecuánime reflexión, que más 
parece un pedido de disculpas a la fuerzas 
armadas por ser tan clara en sus expresiones 
a la CIDH. hay otra referencia al "impe-
rialismo marxista" que atacó a la Argentina, 
como causante del golpe militar de 1976. 

Esas expresiones no se compadecen con la 
verdad histórica.. La "violencia subversiva" 
que se imputa al "imperialismo marxista" fue 
alentada desde su exilio en Madrid por el 
general Juan D. Perón, quien aplaudió la 
actuación de las entonces llamadas "forma-
ciones especiales", como se solazan en recor-
darlo cada tanto los m á s cerriles adversarios 
militares del peronismo. Las "formaciones 
especiales" nacieron con el espectacular se-
cuestro y muerte del teniente general Pedro 
E. Aramburu, y no es un secreto que sus 
autores nada tenían de marxistas, al menos en/ 
1970, y quizás ni siquiera de izquierdistas. De 
ahí en más las "formaciones especiales" o 
guerrillas urbanas asumieron ideologías tan 
variadas como heterogénea era su composi-
ción clásica o su etiquetación política. 

La CUTA hace de este modo un juego grato 
(a los militares, empeñados como están en 
difundir la especie de que se constituyeron en 
violadores de la Constitución y en salvadores 
de la patria por enésima vez.desde 1930, como 
respuesta necesaria a una conjura internacio-
nal de origen comunista o marxista. Lo cual, 
innecesario parecería señalarlo, es una sobe-
rana falsedad en la que ni ellos mismos creen, 
no obstante su cotidiana retroalimentación de 
cargas emotivas extraídas de los arsenales 
ideológicos típicos de la guerra fría. 

Se sabe que el cardenal Raúl Primatesta 
fue entrevistado por la CIDH, pert> sólo se 
conocen escasos párrafos de un posible docu-
mento eclesial sobre derechos humanos. La 
Iglesia argentina ha sido, entre todas las 
instituciones reforzadoras del régimen mili-
tar, la que más obstinadamente se negó a 
hacer públicas sus presuntas críticas en mate-
ria económica-social y de derechos humanos. 
Es posible que en esta ocasión rompa su 
premeditado silencio y se una al clamor gene-
ral en favor de los desaparecidos, de los presos 
sin causa, de los presos con proceso. Nos 
gustaría ser optimistas en este sentido, pero 
va to hemos sido antes, sin éxito. 


